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     El drama del secuestro en Colombia ha merecido para muchos ser tratado como 

un tema irrelevante y que no genera mayores expectativas o que es asumido como 

un aspecto de segundo orden y que no debe ser de mucha trascendencia, dadas las 

actuales coyunturas en las que se encuentra el país, a punto de firmar una posible 

paz.  

 

     Por lo menos así ha quedado recientemente claro en las mesas de diálogo en La 

Habana, en una declaración emitida recientemente por Rodrigo Granda, integrante 

de las FARC, en la cual se trata de enviar a un segundo plano la situación de los 

secuestrados en el país y dejando como prioridad una posible acción de indulto para 

guerrilleros presos o enfermos1.  

 

     Históricamente las FARC han utilizado el secuestro y la extorsión como uno de 

los medios más efectivos para financiar muchas de sus actividades delictivas, en 

todas y cada una de sus modalidades, a tal punto que hoy el tema no se puede dejar 

pasar por alto, como quiera que hace parte no sólo de un drama social que vive el 

país sino que afecta a miles de ciudadanos que lo padecen.  

 

     Además, el hecho que en las actuales negociaciones de paz con el mencionado 

grupo al margen de la ley y con las futuras que se intenten realizar con ELN, 

BACRIM y otros actores del conflicto armado, siempre será necesario darle 

protagonismo y solución a estos dos tema recurrentes y de marcada incidencia en la 

situación actual de Colombia.  

 

                                                        
1 Precisamente tal indulto ya es un hecho y se formalizó esta semana en la nueva ronda de negociaciones. 



3 
 

 

     Considerado como uno de los más  abominables delitos y que afecta en su mayor 

parte a la víctima, el secuestro ha sido uno de los flagelos que ha sido utilizado tanto 

por organizaciones criminales de extrema derecha y de izquierda, y aún por aquellas 

que alegan motivos religiosos para obtener beneficios que empezaron siendo 

ideológicos y luego pasaron a ser económicos.  

 

     A nivel internacional este delito hizo una de sus más tenebrosas apariciones 

cuando un grupo extremista secuestro a Patricia Hearst, hija de un influyente 

propietario de un medio de comunicación de Estados Unidos, la cual término no sólo 

enamorándose de su captor sino que además conformó  el grupo delincuencial que 

la tuvo en cautiverio. 

 

     En Colombia el secuestro y posterior asesinato del líder sindical José Raquel 

Mercado en la década de los setentas a manos del desaparecido grupo subversivo 

M-19  se constituyó como la presentación de un delito del cual las FARC han hecho 

una utilización tan eficaz, que luego decidió combinarlo con la extorsión mediante la 

solicitud de rescate mediante fuertes sumas de dinero2.  

 

     Aunque se considera que el pedir una suma de dinero a cambio de la libertad del 

secuestrado, situación que desde la mitad de la década de los ochentas indica que 

se puede considerar como una extorsión, dado que los captores exigen de manera 

obligada un valor monetario a cambio de la libertad del afectado, lo que pone en 

serio riesgo las finanzas de él y su familia. 

                                                        
2 Se considera como el primer caso de secuestro político en Colombia. 
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     Actualmente el secuestro se considera en Colombia como un delito de gravísima 

afectación, a tal punto que dos importantes cadenas radiales emiten sendos 

programas dedicados a ellos y a sus familias con el ánimo de enviarles mensajes y 

tratar, en lo posible, de prestar una ayuda psicológica y humana a  las víctimas de 

este flagelo.  

 

     El Gobierno colombiano ha tratado de combatir el problema mediante la creación 

de fundaciones y la implementación de una normatividad jurídica que incluso aplique 

mano dura contra los causantes de este delito, que ya no sólo es exclusivo de los 

grupos alzados en armas contra el Estado, sino que es practicado por carteles del 

narcotráfico, delincuencia común y bandas criminales. 

 

     El secuestro, si se habla de una relación de tiempo actual, se ha convertido en 

una modalidad que ha dado cabida y conexidad a otros delitos como la micro 

extorsión, lo cual complica aún más el panorama  para judicializar de manera aún 

más efectiva a quienes se han dedicado a lo que ya algunos analistas catalogan 

como una industria muy productiva.  

 

     Entonces se puede plantear el interrogante: cuál es la situación actual de estos 

delitos y cómo los enfrenta el  Estado?  Si se hace un análisis histórico, el Estado 

desde las épocas del mencionado secuestro del líder sindicalista fallecido a manos 

del M-19 ha intentado desarrollar mecanismo que protejan de una manera coherente 

al ciudadano que es víctima de este flagelo.  
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     En la década de los 70s el gobierno  de Julio Cesar Turbay Ayala lo intentó 

combatir mediante el famoso Estatuto de Seguridad, desde el cual no sólo se quiso 

reprimir este delito con duras penas para quien lo practicara, incluso aún si no 

pertenecía a grupos ilegales, sino que también se promulgaron medidas coercitivas 

para prevenir su materialización.  

 

     Posteriormente, y con el auge del narcotráfico en la década de los ochentas, los 

mandatarios de turno y los organismos de seguridad del Estado al notar que al 

secuestro se unió la extorsión como una actividad delictiva paralela al primero, 

determinaron intensificar aún más la rigurosidad de las penas para los autores de 

este delito3.  

 

     Sin embargo, los Carteles de Medellín y Cali, que también lo colocaron entre sus 

muchas prácticas para el denominado ajuste de cuentas, al poner en jaque al Estado 

Colombiano, fueron cobijados incluso con procesos de extradición para castigar 

delitos conexos como la extorsión y el lavado de activos, que se convirtieron en toda 

una pesadilla para la ciudadanía y el Estado. 

 

     En la década de los noventas y una buena parte de inicios de la primera década 

del Siglo XXI las autoridades jurídicas nacionales, ante el incremento exagerado de 

los casos de secuestro ligados a la extorsión, determinaron la existencia de diversas 

modalidades del delito entre ellas el secuestro extorsivo, secuestro simple, agravado 

y político.  

 

                                                        
3 Desde esta etapa se empiezan a implementar las primeras reformas a la justicia para endurecer las penas. 
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      Ante la complejidad del tema, y teniendo las evidencias que demuestran que el 

secuestro y la extorsión generaron la participación de otras formas de afectación a la 

ciudadanía como la receptación y el homicidio, cada vez quedó más claro que se 

debían combatir desde la premisa de lograr una acción punitiva por parte del Estado 

más eficaz y efectiva.  

 

     Sin embargo, los hechos ocurridos desde 2005 hasta la actualidad demuestran 

que el secuestro y la extorsión, lejos de ser un delito que tiende a desaparecer o 

minimizar su accionar, ha venido creciendo a tal punto que se ha desarrollado una 

industria que genera multimillonarias ganancias para quienes la practican y a la vez 

generan el pánico y el terror4 

 

     El secuestro de mujeres jóvenes en diversos países de Suramérica que son 

trasladadas de manera fraudulenta a Europa Oriental, China, Japón, Irán, Irak, y 

Rusia, donde son obligadas a ejercer la prostitución forzada se constituyó en una 

nueva modalidad de secuestro que originó otro delito aún más preocupante: la trata 

de personas. 

 

     Si bien es cierto que las mafias rusa y japonesa –conocida como Yakuza, 

caracterizada por sus tratos crueles y degradantes hacia sus víctimas- fueron, por 

considerarlo de alguna manera las precursoras de esta modalidad, es en Colombia 

donde las bandas criminales lo han desarrollado de una manera más violenta, y si se 

quiere, trágica.  

 

                                                        
4 El concepto de “industria” para el secuestro fue acuñado inicialmente por los analistas para ETA –Patria Vasca 
y Libertad- que lo adoptó para financiar sus actividades delictivas en España y luego en Colombia para las FARC 
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     El hecho de tomar cautiva a la víctima para forzarla a ejercer la prostitución en 

una zona geográfica distinta a la de su origen, quitarle lo obtenido por la venta de su 

cuerpo a desconocidos en bares que son propiedad de los cabecillas de estas 

bandas criminales y, a la vez, exigir un pago por el rescate a sus familiares es un 

panorama indignante y aterrador.  

 

     Como lo es también el hecho que viene afectando a la comunidad infantil de los 

colombianos, con el reiterado secuestro de menores de edad, por lo general infantes 

que no superan los 10 años, casos en los cuales se comprueba la participación de 

familiares cercanos a la víctima, motivados en su accionar por venganzas 

personales, temas pasionales o una simple deuda.  

 

    La teoría según la cual se estaría fomentando el secuestro de menores de edad 

para venderlos a redes dedicadas al tráfico de órganos ha venido tomando fuerza; 

sin embargo, la falta de evidencias certeras y concretas que demuestren tal hipótesis 

por ahora indican que, aunque es viable, no es factible y se queda como un 

argumento sin piso desde el punto de vista jurídico.  

 

     Pero si es tal la incidencia que causa el secuestro ligado a la extorsión, no lo es 

menos el panorama que genera el último de los delitos nombrados cuando se trata 

de delinquir utilizándolo como una forma muy fácil e intimidante de obtener dinero a 

cambio de información gráfica, escrita, hablada o incluso confidencial a nivel 

personal, institucional o empresarial.  
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     Y se retoma aquí la extorsión que ejercían las FARC o el ELN a empresas del 

sector petrolero, transportador de carga, de pasajeros, multinacionales e incluso 

representantes del Estado, para poder desplazarse en determinado territorio o 

incluso como una modalidad de impuesto para financiar su guerra, de acuerdo con 

dictados de los cabecillas de estos grupos armados.  

 

     Este tipo de extorsión, además de generar un impacto creciente en el tema del 

orden público nacional, como quiera que la quema de maquinaria, insumos, 

suministros y vehículos que eran propiedad de transportistas y empresas del sector 

económico mencionado, originaron muchas pérdidas económicas de las cuales aún 

quedan consecuencias5. 

 

     Y los casos en los cuales estos grupos armados también solicitaron fuertes 

sumas de dinero a alcaldes, concejales, diputados y aún congresistas como cuota 

de determinada participación en sus feudos políticos o regiones se convirtieron en lo 

que  el fallecido Mono Jojoy denominó de una manera muy folclórica como una 

contribución económica de la clase política a su actividad.  

 

     La modalidad de la extorsión incluso fue asumida por desmovilizados de las 

Autodefensas Unidas de Colombia como una forma de vida, pues en las áreas 

rurales y urbanas de un gran porcentaje de municipios del Magdalena Medio y 

utilizando la figura de los prestamos “gota a gota” desarrollaron otro método de 

extorsión que en muchos casos terminó con la muerte del deudor. 

 
                                                        
5 En esta modalidad quedan casos como el de multinacionales en los Llanos Orientales o en el Magdalena 
Medio que a raíz de las diversas extorsiones que padecieron por parte de la guerrilla fueron acusadas de ser 
auxiliadoras de los grupos que las venían afectando y decidieron irse del país.  
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      Con la aparición de las redes sociales y los medios electrónicos que han 

dinamizado aún más la participación de los seres humanos y han fortalecido la 

comunicación e incluso la actividad noticiosa dada su inmediatez y agilidad, también 

hizo su entrada en escena un pariente menor del delito principal: la micro extorsión, 

de dudoso castigo jurídico hasta ahora.  

 

     Una de sus modalidades, conocida como el “sixteen”, consistente en pedir sumas 

de dinero a personas que han tenido la desgracia de hacer fotos comprometedoras 

de carácter íntimo y/o sexual explícito o incluso material audiovisual, so pena de no 

verse publicadas en las mencionadas redes sociales, se ha convertido en todo un 

dolor de cabeza para las autoridades6.  

 

    Esta forma de obtener dinero de manera forzada como parte de actividades 

delictivas llegó inclusive a sectores populares de Bogotá, Cali, Medellín y 

Barranquilla, ciudades en las cuales los principales afectados fueron los humildes 

conductores de servicio público urbano, quienes debían cancelar sumas 

moderadamente fuertes para poder desplazarse en sus respectivas rutas.  

 

     Con el anterior estado situacional, queda claro que los desastres ocasionados 

desde el punto de vista del orden público, económico y social han sido de manera 

casi que permanente y que aún persisten, a pesar que el Estado los ha intentado 

combatir desde todos los ángulos que la jurisprudencia y el derecho permiten, pero 

sin lograr la eficacia y la contundencia necesaria para erradicarlos.  

 
                                                        
6 Inicialmente practicada entre los adolescentes y universitarios, pasó a ser muy utilizada por los adultos para 
obtener provecho económico y aún por los funcionarios públicos para utilizarla en combinación con el acoso 
laboral.  
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     Desde el primer mandato de Álvaro Uribe Vélez y teniendo como postulado su 

Política de Seguridad Democrática el Estado ha desarrollado múltiples acciones para  

lograr la supresión o por lo menos la reducción de casos tanto de secuestros como 

de extorsión, mediante políticas públicas que en unos casos han desarrollado su 

efectividad y en otros se han quedado en intenciones.  

 

     En el caso del secuestro la lucha contra este flagelo ha estado marcada por el 

factor integralidad, es decir, la combinación de múltiples estrategias que desde su 

aplicación particular en un contexto regional o nacional puedan generar resultados 

que, a mediano y largo plazo, puedan demostrar la efectividad de ellas que deben 

quedar representadas en la reducción del delito.  

 

      La implementación de herramientas jurídicas que permitan iniciar acciones 

legales de carácter penal contra los secuestradores y ponerlos a buen recaudo ha 

sido una de las constantes de las diversas administraciones nacionales; sin 

embargo, el aumento de casos y el hecho que precisamente diversas reformas a la 

justicia han afectado la iniciativa.  

 

     El hecho que figuras como la rebaja de penas cuando se confiesa el delito han 

servido para que en muchos casos los imputados recobren su libertad de manera 

casi que inmediata o tengan beneficios como casa por cárcel se ha presentado 

como un serio cuestionamiento en tal sentido, que incluso ha merecido una revisión 

de las Altas Cortes al respecto7.  

 
                                                        
7 Inicialmente funcionó para incriminar a los cómplices en la comisión del delito, pero después perdió su 
eficacia cuando los abogados de los beneficiados empezaron a pedir casa por cárcel,  es decir, una prerrogativa 
adicional que no refleja la sanción penal por el delito de extorsión y secuestro. 
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     Retomando los inicios de este análisis y cuando se hacía una evocación de las 

FARC como uno de los grupos alzados en armas, preocupa que el secuestro, que le 

ha servido como fuente de financiación para sus actividades delictuosas, no tenga 

en el marco de la llamada Justicia Transicional un trato severo para quienes aún 

tienen en su calidad de secuestrados a muchos compatriotas.  

 

     Ahora bien, si es cierto que se han destinado importantes recursos económicos 

para  que las Fuerza Pública, con sus unidades operativas Gaula Policía y Ejército 

realicen una importante labor en contra de las bandas que lo ejecutan,  la realidad 

indica que a pesar de la labor que efectúan, los esfuerzos se quedan cortos ante la 

proliferación del delito.  

 

     Otro factor que se añade a la política oficial lo es la colaboración ciudadana que, 

apoyada desde la realización de campañas para tomar conciencia del peligro que 

representa el secuestro, últimamente ha estado basada en un sistema de 

recompensas que para algunos deshumanizó esta ayuda y para otros la convirtió en 

la creación de una versión de los caza-recompensas del oeste americano8.  

 

     El control de los territorios para que las bandas de secuestradores no se pudieran 

mover a sus anchas y el fortalecimiento de los mecanismos de inteligencia humana y 

artificial para detectar sus movimientos se han convertido en el eje de las acciones 

emprendidas desde los organismos de seguridad del Estado para minimizar los 

riesgos de tal actividad delincuencial.  

 

                                                        
8 Este sistema de recompensas pone en tela de juicio la eficacia del Estado para combatir el crimen. 
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     En lo relacionado con la extorsión los esfuerzos del Estado para combatirlo han 

tenido un carácter multidisciplinario, puesto que utilizando diversos componentes y 

haciendo un abordaje desde múltiples perspectivas, se ha intentado hacer frente a 

ella, pretendiendo enfrentarla de una manera más directa y dinámica para lograr su 

erradicación.  

 

     Es lo que el Gobierno Nacional ha denominado Política Integral para la 

Protección de la Libertad Personal se ha dejado como protagonistas a la labor de 

prevención, disuasión, desarticulación de las bandas, judicialización, asistencia a las 

víctimas y protección estatal  como integrantes de un eje que posibilite la realización 

de un frente común contra la extorsión.  

 

     Es de reseñar que aunque tal estrategia involucra al secuestro como tema 

principal a combatir, toma también en cuenta al delito de extorsión, puesto que 

desde una perspectiva total tanto el primero como el segundo son inherentes a tal 

punto que su relación origino una modalidad que es conexa e igualmente punible: el 

secuestro extorsivo.  

 

     A pesar de diseñarse desde la perspectiva del Estado un Plan Nacional contra la 

Extorsión con el ánimo de combinar la colaboración de la población y de los sectores 

productivos con el interés de minimizar los riesgos de este delito, en la actualidad y a 

pesar de los múltiples esfuerzos desarrollados en tal sentido, los mismos indicadores 

de  los organismos del Estado certifican que se sostiene. 
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     El panorama actual de los delitos de secuestro y extorsión no sólo en Colombia 

sino en América Latina ha obligado a los gobiernos de esta área del continente a 

hacer frente común en contra de este delito y los ha colocado en la necesidad de 

crear herramientas jurídicas similares y casi que simultáneas para acabar con este 

mal. 

 

     En casos concretos, Guatemala y Honduras proponen implementar en sus 

sistemas penales una fuerte legislación contra estas  actividades, y para ello se han 

apoyado en las experiencias que Colombia y Perú tienen en la materia, dado que fue 

en estos dos países de Suramérica donde se afianzó y se profundizó la realización 

de los mismos.  

 

      También alcanzó niveles de trasnacional del crimen, llegando a generar 

asesinatos y problemas múltiples para las autoridades judiciales de ambos países  lo 

que causó gran controversia e incluso se vieron afectadas las relaciones 

comerciales y diplomáticas entre los dos países, pero sin llegar a decisiones 

extremas afortunadamente  

 

     Recientemente, el presidente de México Enrique Peña Nieto solicitó a su 

homólogo de Colombia, Juan Manuel Santos, la asesoría de penalistas colombianos 

al gobierno de ese país para implementar una normatividad radicalmente fuerte para 

combatir este delito, que se instauró con fuerza inicialmente en provincias lejanas 

del Distrito Federal, y luego se fue instalando en la capital9. 

 

                                                        
9 Tal acción se debe a que tanto secuestro como extorsión no han sido tratadas con determinaciones fuertes 
desde la normatividad mexicana. 
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     El punto coincidente para iniciar una estrategia que vaya dirigida a lograr tal 

objetivo lo constituyen los elementos formales y materiales constitutivos del delito de 

receptación, que lo caracterizan. En cuanto a la primera parte, los elementos 

formales, se indica que si existe un objetivo específico en el infractor que pretenda 

obtener una ganancia, en este caso el lucro, dinero proveniente de efectuar el delito. 

 

     Así mismo, se ha tomado una posición consecuente con respecto al hecho de 

analizar actos después de la ejecución de un delito sin haber participado en éste. De 

aquí había surgido la diferenciación de opiniones en cuanto a penalizar “secuestro ” 

y “extorsión”, con el riesgo de confundirlos y tomarlos como uno sólo, con el ánimo 

de lograr una posible falsa interpretación. 

 

     Se llegó a la decisión de conceptualizar que el secuestro tiene la intención del 

ánimo de lucro, mientras que la extorsión con la reciente aparición de modalidades 

que implican incluso la perdida de la intimidad y la privacidad del afectado, aun 

cuando tiene el componente dinero de por medio, puede significar una relación más 

indirecta con el primer delito.  

 

     Al comparar la intencionalidad de los delitos de secuestro  y extorsión, se logra 

definir que en la primera  la intención del sujeto es la de obtener una ganancia, 

mientras que en la segunda el protagonista o los intervinientes en el delito quieren 

transmutar el bien o dineros adquiridos, entorpecer la labor de la justicia, evitarse 

una pena y retener el bien o el botín resultado de la fechoría.  
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     Una vez clarificados los conceptos en esta parte, se hizo lo mismo con los 

elementos materiales del delito. Y es en este apartado cuando aparecen los verbos 

privar, forzar, obligar , comercializar o trasladar a los secuestrados , e incluso su 

dinero, que hacen parte de la operación delictuosa, quedando ratificado el primer 

elemento material que hace parte de la cadena de protagonistas del hecho punible. 

 

     Luego aparecen en su orden un sujeto activo, que puede ser una persona natural 

que conoce o presume que se ha cometido un delito en el cual no figura como autor 

o cómplice, y cuya actuación es posterior a la realización de dicho ilícito: se trata del 

delincuente que extorsiona para obtener un provecho económico o la misma libertad 

del secuestrado. 

 

     Posteriormente, interviene el objeto pasivo, que lo constituye una persona, 

natural o jurídica, que se ve afectada en su patrimonio por la acción delictiva. 

Finalmente, el objeto jurídico, representado no sólo en la seguridad de las personas 

afectadas en su tema patrimonial, sino también en los efectos nocivos que le causa 

a toda la sociedad.  

     

      Con tales conceptos ya claros y establecidos, también para el caso colombiano, 

ahora se estudian seriamente hacer ajustes a los alcances penales de la extorsión  y 

aplicarlos a otros escenarios y actividades de la vida económica no sólo del país 

sino de las naciones latinoamericanas que también padecen los efectos del delito 

que se pretende analizar10.  

 

                                                        
10 Ajustes que han partido desde una acción conjunta de propuestas que han salido de países integrantes de 
entidades como UNASUR y la misma ONU.  
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     Pero más allá de todo lo que pueda significar conceptual, histórica, legal y 

civilmente los delitos que aquí se analizan queda claro que son profundas las 

consecuencias que dejan en quienes los padecen, a tal punto que las victimas 

sufren huellas irreparables en su vida personal, sentimental, laboral, social y hasta 

económica.  

 

     Uno de los casos más sonados y que refleja fielmente esta situación lo presentó 

el del ex parlamentario liberal Jorge Eduardo Gechem Turbay, secuestrado por las 

FARC y que durante una amplia cantidad de tiempo duró en poder del grupo armado 

ilegal, hasta que luego de su regreso a la libertad debió recibir cambios para los 

cuales no estaba preparado.  

 

     Uno de tales cambios implico la pérdida de su hogar, pues luego de afrontar un 

penoso cautiverio descubrió con sorpresa que su propia señora ya disfrutaba de un 

nuevo romance, a sabiendas que tenía a su esposo secuestrado; el político huilense 

debió ser sometido a tratamiento psicológico para soportar o mitigar en buena parte 

la irremediable nueva situación.  

 

    Y es que una de las consecuencias que tal vez se manifiesten con mayor 

agresividad en los secuestrados que han retornado a la libertad sea el tema 

psicológico, puesto que la desmotivación y la desubicación social, además de la 

desilusión, parecen ser la constante en quienes han padecido este flagelo por 

periodos que, incluso, pueden ser mínimos.  
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     Las acciones que dejan  la extorsión y el secuestro afectan en diversos niveles a 

sus víctimas, lo que ya de por si se puede constituir en una similitud que une a estos 

delitos de una manera muy singular, puesto que las consecuencias implican, en 

muchos casos, un desorden en todos los aspectos que implica modificaciones en la 

vida del secuestrado o extorsionado. 

 

     En el aspecto físico se evidencia el deterioro de la víctima puesto que cae en un 

descuido casi que total no sólo de su presentación personal, sino que en muchos 

casos es propenso al desarrollo de diversas enfermedades como resultado de las 

pésimas condiciones en los sitios donde permanece inmovilizado y de la mala 

calidad de la alimentación que recibe.  

 

     El mayor problema tanto para el ex secuestrado y la persona que ha sufrido una 

extorsión es el mismo: el proceso de readaptación social, puesto que el haber 

estado incluso en medios de comunicación o en redes sociales como figura 

mediática de un delito, así sea en calidad de víctima, genera tensión y presión 

psicológica, además del desgaste físico11.  

 

     Cuando el extorsionado o secuestrado cede ante las pretensiones monetarias de 

los victimarios aparece otro nivel que va en su detrimento: el daño al patrimonio 

económico personal o incluso familiar de las víctimas, cuyos familiares hacen hasta 

lo imposible por cumplir con las exigencias en este sentido que bajo presión realizan 

los extorsionistas o secuestradores.  

 

                                                        
11 Se desarrolla un proceso de estigmatización que hace aparecer al extorsionado o secuestrado como culpable 
o causante de tal acción en su contra.   
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     Pero el deterioro económico no sólo se ocasiona por lo anterior; los gastos que 

se originan por las diligencias que ocasionan el secuestro y la extorsión –viajes, 

hoteles, documentación, etc.-  que no estaban previstos en el presupuesto de la 

víctima y de su entorno familiar, agravan aun más la situación y operan como 

condicionantes de la misma.  

 

     Tal vez las implicaciones en el aspecto social y político son las que marcan una 

diferencia entre la etapa previa al secuestro o al caso de extorsión que ha vivido el 

individuo, puesto que siente que el Estado no lo respalda y peor aún, no cumple con 

la misión constitucional de protegerlo en su vida, honra y bienes, lo que indica que 

está solo frente al delito.  

 

     En el caso de la persona que permanece secuestrada los familiares asumen que 

los organismos de inteligencia estatal trabajan muy lentamente en la solución del 

caso, lo que los lleva a la desmotivación y frustración; en el caso del extorsionado 

sienten que las labores para dar con la captura de los responsables se torna en una 

actividad lenta, que no brinda soluciones inmediatas.  

 

     Sin embargo, el secuestro y la extorsión han marcado, desde las postrimerías de 

la década de los 70, de manera sistemática, continua y casi ininterrumpida, la vida 

de una gran mayoría de personas de la sociedad colombiana, y eso incluye a los 

ciudadanos de todos los niveles socioeconómicos, que víctimas de la extorsión y el 

secuestro aún siguen preguntándose donde aparece la efectiva protección del 

Estado.  
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     En conclusión se puede afirmar que las políticas creadas por el Estado para 

combatir estos dos delitos no han generado los resultados esperados dado que a 

pesar que se han reforzado las acciones de los grupos de la Fuerza Pública 

diseñado para combatirlos, ellos van en aumento y ahora ejercidos por la 

delincuencia común y las bandas criminales, además de la guerrilla.  

 

     A lo anterior se suman los constantes cambios en la normatividad que se 

implementa para judicializar a los autores de estos hechos repudiables, lo que 

genera entre la ciudadanía la sensación que el crimen desbordó la capacidad 

punitiva de la administración de justicia y ésta se halla sin herramientas dinámicas y 

precisas para afrontarlo.  

 

    El origen del secuestro y de la extorsión no ha sido tenidos en cuenta por el 

Estado para implementar una política criminal en su contra; sin embargo, el 

Gobierno Nacional debe ser consciente que para diseñarla debe originar una 

percepción más concreta y directa con respecto a las causas que les da inicio y 

lograr un proceso de judicialización eficiente y eficaz contra sus autores. 

 

    Finalmente, mientras en procesos de paz como el que actualmente se desarrolla 

en La Habana no se logre un acuerdo para la total reparación de las víctimas de 

estos dos delitos  en todos los aspectos, será muy difícil que en acciones similares la 

delincuencia común, las bandas criminales y los extorsionistas sean sancionados 

ejemplarmente como lo piden familiares de secuestrados y extorsionados.  
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